
“Estado de sitio” para la Educación Pública:  
Consecuencias a tres años de políticas neoliberales en la Argentina1 
 
La situación política, económica y el contexto social de la Argentina actual nos llevan 
precipitadamente a comparar y a equiparar lo que acontece hoy con los años ´90. Sin 
embargo, esta comparación que hacemos requiere también establecer algunas 
diferencias, especialmente en lo referido al rol del Estado.  
 
En los años ´90 se produjo, entre otras cosas, un achicamiento del Estado, se 
privatizaron las empresas nacionales y se dejó en manos del sector privado empresarial 
la provisión de los diferentes servicios. En cambio, con la llegada al gobierno de la 
“Alianza Cambiemos”, el Estado fue tomado y cooptado por los empresarios en primera 
persona, para redefinirlo como un Estado mediador y facilitador de los negocios que hoy 
pueden concretar quienes están de los dos lados del mostrador: los funcionarios de 
gobierno y los CEOs de las empresas que son los mismos sujetos, familias y 
“sociedades anónimas”.  
 
A tres años de esta reconfiguración de la política pública en manos a la Alianza 
gobernante de “Cambiemos”, podemos decir que transitamos un proceso de 
“restauración conservadora” que, en lo económico, se ve reflejado en un salvaje ajuste 
neoliberal y, en lo político, se manifiesta en la pérdida de derechos sociales para los 
sectores populares y el incremento de los privilegios para los “ricos”, con la consecuente 
profundización de las desigualdades. 
 
Desde el punto de vista económico, basta con analizar el proyecto de presupuesto para 
el 2019 presentado por el gobierno nacional para tener un panorama general del ajuste 
que se está llevando a cabo en estos años, tanto en los indicadores macroeconómicos 
como en los recursos necesarios para la sustentabilidad de las políticas educativas.   
 
En el año 2018 el Producto Bruto Interno (PBI) disminuirá en términos reales un 2,4% 
(siendo que en el presupuesto 2018 se había previsto un crecimiento 3,5%). Para el 
2019 se espera otra caída de 0,5% del PBI, aunque el FMI ya anticipó que la recesión 
será mucho mayor. En síntesis, este gobierno finalizará su mandato con un PBI inferior 
en un 2% respecto al año 2015. Recordemos que la Ley de Financiamiento Educativo 
de 2005 exige el cumplimiento de un 6% del PBI para la inversión educativa; lo que 
significa que ese 6% será calculado sobre una base inferior a la del inicio del mandato 
macrista, a lo que hay que agregar que este gobierno en 2017 ya dejó de cumplir la 
meta del 6%. 
 
El fracaso de la política antiinflacionaria es el otro indicador que afecta especialmente a 
los sectores populares. Para 2018 la inflación se calcula en más del 45%, cuando 
inicialmente en el presupuesto respectivo se había previsto que sería de entre el 8 y el 
12%. En un contexto donde no se ha convocado a la Paritaria Nacional Docente, a pesar 
del insistente reclamo de la CTERA desde el año 2017, la pérdida del poder adquisitivo 
para el sector docente, en promedio, será del 10 al 15% en el período de referencia. 
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Por otro lado, durante los primeros años de gestión, el actual gobierno impulsó una 
política de endeudamiento externo compulsivo y el retorno del FMI, lo que implicó 
sustituir abruptamente las prioridades del presupuesto para destinar recursos al pago 
de intereses de la deuda. Consecuentemente, se ajusta el gasto primario poniendo 
techos a las paritarias, paralizando la obra pública, disminuyendo el presupuesto 
destinado a las políticas públicas de educación, cultura y ciencia.  
 
Estas medidas han llevado a cambiar la tendencia creciente en la inversión en 
Educación y Cultura que se había manifestado entre 2007-2015. Para 2019 se plantea 
profundizar el proceso de desfinanciamiento del sector educativo, bajando la inversión 
en estas áreas a 1,25%; el nivel de inversión más bajo en una década.  
 
Los programas con las caídas presupuestarias más fuertes son el de Infraestructura y 
Equipamiento (-77% en términos reales), el Plan Nacional de Educación Digital -ex 
Conectar Igualdad- (-81% con referencia a 2015) y el programa de construcción de 
Jardines de Infantes (-68,4%). Curiosamente, la construcción de 3000 Jardines de 
infantes fue una propuesta electoral de la “Alianza Cambiemos” durante la campaña de 
2015. 
 
También sufren recortes muy importantes en términos reales las políticas 
socioeducativas (-60,2%), la educación técnica profesional (una caída real de -45% con 
respecto a 2015) y las políticas de Formación Docente (-36,3%).  
 
Esta política de desfinanciamiento no se inicia a partir del reciente acuerdo del gobierno 
con el FMI, pues desde el año 2016 ya se viene transitando al camino de ajuste que ha 
llevado que el presupuesto destinado al sector educativo para 2019 sea 42,3% inferior 
en términos reales con respecto al de 2015. Los únicos rubros que no muestran una 
caída en ese lapso son el Programa de Información y Evaluación de la Calidad 
Educativa, donde se definen las acciones destinadas a implementar mecanismos de 
evaluación estandarizada. 
 
Si comparamos los rubros de “Formación Docente” (FD) y “Evaluación Educativa” (EE), 
durante la gestión macrista se observa que mientras la primera (FD) disminuye un 65%, 
la segunda (EE) se incrementa en 140% para todo el período de referencia, 
respectivamente. 
 
Tal como presentábamos al inicio de esta nota, la restauración conservadora también 
se manifiesta a través de la instauración de un programa político-pedagógico que está 
en consonancia con las políticas de vulneración de derechos sociales que el macrismo 
comenzó a desplegar desde su llegada al gobierno. 
 
Basados en los preceptos de la “despolitización de los procesos educativos”, plantean 
que la educación es la que puede resolver todos los problemas. Atados a la lógica del 
Banco Mundial se desligan de la responsabilidad del Estado en tanto garante de 
condiciones materiales para combatir la pobreza y creen que sólo la educación puede 
resolver este flagelo. 
 



En estos últimos años la OCDE pasó a ser el referente pedagógico que impone, a través 
de las pruebas PISA, un currículum global, que centra el proceso educativo en los 
aprendizajes, los rendimientos y resultados. Hay un desplazamiento de los problemas 
pedagógicos hacia las concepciones extranjerizantes de la educación, basados en 
modelos neocoloniales de dominación y dependencia, poniendo a Finlandia, Shangai o 
Singapur como referentes a seguir.  
 
La pedagogía neoconservadora naturaliza las condiciones de desigualdad y plantea un 
ideal de “igualdad de oportunidades”, poniendo el foco en los individuos, la meritocracia, 
las capacidades personales, el emprendedurismo y las competencias, enfatizando, 
además, en una “pedagogía emocional” y en la aplicación acrítica de las neurociencia 
en el campo educativo, desde la que se plantea que el problema no son las condiciones 
sociales sino “el cerebro” de los estudiantes y el “capital mental”. 
 
Asimismo, la restauración conservadora ha intentado deslegitimar sistemáticamente el 
trabajo de las/os maestros y profesores/as, atacando especialmente a los sindicatos 
docentes, negado, entre otros ardides, su participación en las discusiones para la 
definición de las políticas públicas en educación, privilegiando como los nuevos 
interlocutores a los grupos empresariales, ONGs, fundaciones y/o economistas.  
 
El avance de las tendencias privatizadoras endógena y exógena de la educación han 
encontrado un campo propicio en la Argentina a partir de la llegada al Gobierno de la 
Alianza “Cambiemos”. Un proceso basado en el sostenido intento de destrucción de la 
educación pública que se complementa con las políticas que habilitan la introducción de 
los valores del sector privado y del mercado en la esfera de “lo público”. 
 
A tres años de restauración conservadora, la CTERA plantea la necesidad de derrotar, 
en las calles y en las urnas, este proyecto de exclusión y desigualdad social, para poder 
llevar a cabo un verdadero proyecto pedagógico y político que habilite una pedagogía 
de la emancipación y la esperanza para nuestro pueblo.  
 
 


